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Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.
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Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.
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Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.
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Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.
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Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 
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público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 
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en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 
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soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.
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Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.
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La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.
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No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.
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La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.
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Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 
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Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.
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Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.
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Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.
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La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 
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cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 
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cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 
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afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.

Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.
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La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 
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afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán

que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.



Entre los múltiples títulos que adornaron la brillante trayectoria vital del profesor Antonio Hernández Gil, 
tal vez, el último fue el del ejercicio de la función jurisdiccional como Presidente del Tribunal Supremo.

Quien había resplandecido con luz propia en diversos campos del saber jurídico —la cátedra, el 
ejercicio de la abogacía, el trabajo académico, el ámbito bibliográfico...— y, además, había tenido una 
importante y plural presencia en la vida pública —Presidencia de las Cortes Constituyentes de 1978, 
Presidencia del Consejo de Estado, Presidencia del Consejo General del Poder Judicial— estoy seguro 
que vivió, con especial entusiasmo, su condición de Presidente del más alto Órgano Jurisdiccional del 

Poder Judicial del Estado.

Y es que no hay que olvidar que Antonio Hernández Gil había nacido y se había educado en el seno de 
una familia predominantemente judicial. Su padre, el eximio don Romualdo Hernández Serrano, Fiscal 
de Carrera, fue una institución en el mundo judicial y sus tres hermanos: Fernando, Francisco y Félix, 

pertenecieron a la Carrera Judicial o Fiscal.

De ahí que el acceder, ya en la última etapa de su vida y tras un largo y fecundísimo trayecto a través 
del mundo jurídico en sus más variadas facetas, a la máxima instancia ju¬dicial, hubo de suponer para 

él un motivo de profunda satisfacción y de legítimo orgullo.

La clarividencia de Antonio Hernández Gil en el ejercicio de la jurisdicción se puso de manifiesto en las 
atinadas y muy fundadas resoluciones judiciales que hubo de pronunciar en las Salas del Tribunal 
Supremo que le tocó presidir, pero, tal vez, su condición de juez, que entendía e interpretaba la Justicia 
desde la perspectiva impuesta por la Constitución Española de 1978, quedó reflejada en los cinco 
discursos de Apertura de Tribunales que hubo de pronunciar durante su mandato como Presidente del 

Tribunal Supremo desde el año 1985 al año 1990.

Quienes tuvimos la fortuna de estar cerca de él durante ese período de tiempo sabemos muy bien del 
esmerado cuidado, no sólo en el fondo sino también en la forma, que observaba en todos los temas que 

abordaba, siendo un auténtico maestro en uno y otro aspecto.
 

La profundidad de sus razonamientos, llenos siempre de un patente sentido humanista, la riqueza de 
conocimientos que albergaban todas sus intervenciones y la fina y exquisita exposición de los mismos 
hacían de él un intelectual de la máxima altura. Y es que Antonio Hernández Gil no fue sólo un 
eminente jurista sino que, a la vez, fue un filósofo en el más puro sentido de la expresión que supo 

exponer con lucidez las ideas que encerraba su extraordinaria formación humanística.

Dominaba con absoluta soltura los conceptos y las palabras y sus escritos —recordemos aquí sus 
dictámenes jurídicos— compendiaban una sabiduría jurídica poco frecuente aunada a una 

profundización en los cimientos del Derecho y en el sentido axiológico del mismo.

En su primer discurso de apertura de Tribunales, el día 10 de septiembre de 1986, el Presidente 
Hernández Gil pronunció una magnífica lección sobre «La Justicia, su in-dependencia y eficacia».

De este primer discurso se advierte, con meridiana claridad, cómo Hernández Gil ligaba los conceptos 

de justicia y democracia en el ámbito de la Constitución Española, en la que la primera se sitúa, a su 
juicio, en el área del dominio de los valores culturales y sociales.

Para él, y dentro siempre del Texto Constitucional, la justicia junto a la libertad, a la igualdad y al 
pluralismo político, se erige en uno de los valores superiores de todo el or-denamiento jurídico. Y es 
importante señalar, cómo resalta la superioridad de esos valores como algo previo a la formulación del 
ordenamiento jurídico, del que vienen a ser como una especie de fundamento que orienta toda la 

producción normativa en el ámbito de un Estado de Derecho.

Para Hernández Gil, la justicia y, por tanto, el desarrollo o administración de la misma, tiene un 
carácter fundamentador y axiológico y así como otros derechos o valores reconocidos en la 
Constitución pueden configurarse como derechos individuales, sin em¬bargo, la justica no puede ser 
individualizada como un concreto y específico derecho, sino que se extiende a todos aquellos otros 

que la propia Constitución y el ordenamiento jurídico derivado de ella otorga al ciudadano.

Es, desde esta perspectiva, desde la que debe concebirse y entenderse la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 del citado Texto Constitucional.

Resulta evidente en esta concepción que una justicia bien dispensada debe tender, primordialmente, 
a la preeminencia de los valores de la libertad y de la igualdad entre todos los ciudadanos y a que los 

mismos sean efectivos, como impone el artículo 9.2 de la Constitución de 1978.

Es relevante el significado que para Hernández Gil tiene la Justicia como Institución en el Estado 
Social y Democrático de Derecho, ya que, a su entender, excede de la mera aplicación de la legalidad 

para tratar de obtener algo mucho más importante, como es la constitución de un Estado justo.

Insiste mucho en este primer discurso como Presidente del Tribunal Supremo, en la concepción 
material del Estado y del Derecho. Frente al puro positivismo, el Juez Her-nández Gil entiende que el 
Derecho debe realizarse de forma material y no puramente formal, de tal suerte que la justicia, que es, 

en síntesis, el dar a cada uno lo suyo, quede perfectamente satisfecha en cada caso y momento.

Su concepción del Estado de Derecho y del ordenamiento jurídico que habrá de sus-tentarle se apoya 
en una fundamentación ético-social, de tal forma que, pata Hernández Gil, la Ley no tiene valor por sí 
misma, por el hecho de ser promulgada por el Órgano constitucional encargado de esta tarea, sino 
que, necesariamente y para que cobre plena legitimidad, ha de hallarse condicionada y sujeta a los 
principios, valores y derechos que conforman la esencia de un Estado democrático en el que el 

Derecho es la base de la convivencia social.

Por eso, para él, el ordenamiento jurídico ha de estar subordinado en todo momento a la Constitución 
del Estado, de tal forma que los derechos o valores en esta última reconocidos se revelen como 
tangibles y que el propio texto constitucional se manifieste como algo fluyente y dinámico, en el que 
cobra especial protagonismo la justicia, tanto en su condición de valor básico en una sociedad 

democrática como dispensadora de la tutela judicial efectiva que merecen todos los ciudadanos.

Si, efectivamente y según la concepción de Hernández Gil, el texto constitucional de 1978 supera 
clarísimamente el positivismo, aunque no llegue a adentrarse en el área de la metafísica, sin embargo, exige 
y requiere para la justicia, el que vaya mucho más allá de los postulados propios de la doctrina positivista.

Es evidente que, con estas ideas, el entonces Presidente del Tribunal Supremo pone de relieve cómo 
la Administración de Justicia debe conjugar necesariamente la aplicación de la Ley ordinaria con la 
pervivencia continua de los derechos y valores permanentes que configuran lo que podría llamarse 
«cultura occidental» y que viene a tener su expresión en la configuración de los Estados Sociales y 

Democráticos de Derecho.

Recuerda el juez Hernández Gil, en este su primer discurso como Presidente del Tri-bunal Supremo, 
la sintonía que mantiene la Constitución de 1978 con la de 1869, en la consideración que, en ambas, 
se hace de la Justicia. Distingue perfectamente entre lo que debe entenderse como valor o como 
principio básico que ha de inspirar las normas del ordenamiento jurídico y si bien estima que la justicia 
es un valor prototípico, sin embargo, no ignora la dimensión jurisdiccional que debe tener la misma y 

que se extrae del propio artículo 24 de la Constitución Española.

De todo cuanto se deja expuesto se advierte, con suficiente claridad, la profundidad del razonamiento 
que caracteriza a esta primera exposición pública que Hernández Gil hace como máximo responsable del 
Poder Judicial de España, es decir, como juez má-ximo que preside el más alto órgano judicial del Estado.

No se contenta el magistrado Hernández Gil con decir que cumplen los jueces y ma-gistrados con 
aplicar la Ley, sino que exige, en un profundo y acabado proceso dialéctico, el que esa Justicia, cuya 
administración en la sociedad llevan a cabo los juzgados y tribunales, se adecúe a los principios básicos 

del nuevo ordenamiento jurídico surgido de la Constitución Española.

De aquí que principios como el de la democracia, el de la libertad, el de la igualdad, el de la seguridad, 
no puedan desconectarse, en manera alguna y a juicio de Hernández Gil, de la aplicación del 
principio, también constitucional, de la justicia y, sobre todo, de su materialización judicial a través 

de la tutela judicial efectiva.

Es, por tanto, una concepción amplia y profunda pero también sumamente esclarecedora la que 
dimana de esta primera intervención del nuevo Presidente del Tribunal Supremo de España.

Pero este primer discurso aborda también otros aspectos dignos de ser menciona¬dos y así podemos 
ver cómo se habla de la Justicia en cuanto Poder político, en la más pura y genuina expresión del 
concepto de la política. Recalca Hernández Gil cómo en la Constitución española se asigna, 
específicamente, el carácter de Poder a la Justicia como garantizadora última del Estado de Derecho.

Esta reflexión es de una importancia extraordinaria, por cuanto, pese al tiempo transcurrido desde que 
Montesquieu estableció la trilogía de poderes en el seno del Es-tado, sin embargo, es perfectamente 
constatable un notorio desconocimiento o propensión a desconocer a la Justicia como un auténtico 

Poder emparejable con los otros poderes estatales, cuales son el Ejecutivo y el Legislativo.

Esta llamada a la conciencia social para que se considere a la Justicia y a quienes la administra como un 
auténtico Poder estatal es algo muy importante y que, aún hoy día, es necesario reiterar constantemente 
por él, tal vez intencionado, desconocimiento social que se pretende tener del Poder Judicial del Estado.

Una sociedad democrática que se precie de estar regida por el Derecho como norma suprema o como 
poder superior en todos los órdenes no debe ignorar, en momento alguno, la posición constitucional 

que el Poder Judicial debe ostentar en el seno del Estado de Derecho.

Pero, naturalmente, el Presidente Hernández Gil se extiende en más consideraciones y aborda, como 
no podía ser menos, uno de los aspectos más importantes para un buen ejercicio del Poder Judicial. En 
tal sentido, habla de la independencia, como condición ineludible para que todo juez o magistrado 

pueda desarrollar su función con absoluta libertad y autonomía.

Sin independencia judicial, el juez se halla mediatizado y carece de la autonomía y libertad suficientes 
para poder aplicar el Derecho.

Esta independencia se proyecta desde un punto de vista interno y externo, ya que se tiene que exigir 
no sólo de las fuerzas o poderes externos al propio Poder Judicial, sino, también, de los 

correspondientes órganos jerárquicamente superiores en el ámbito de dicho Poder.

Sólo mediante la instauración de los condicionamientos que faciliten la preservación de esa 
independencia, en la doble faceta enunciada, se puede garantizar la pervivencia constante del 
ordenamiento jurídico como eje básico y fundamental sobre el que tiene que desenvolverse toda 

sociedad que se precie de civilizada y democrática.

Naturalmente, esa independencia tiene que tener sus contrapartidas y, por eso, Hernández Gil no 
obvia la referencia al necesario catálogo de incompatibilidades y prohibiciones que ha de acompañar el 

ejercicio de la función jurisdiccional.

Sin ese riguroso régimen de aislamiento del juez respecto del desempeño de otras actividades 
profesionales o sociales difícilmente se puede garantizar la independencia o, en expresión de 

Hernández Gil, la neutralidad del juez o magistrado.

Pero no se para ahí la reflexión de Hernández Gil en esta su primera intervención como Presidente del 
Tribunal Supremo, sino que, en la misma, contempla, igualmente, e! tema de la eficacia de la Justicia. 
Realmente, entonces, en el año 1986 y desgraciadamente aún ahora, también la sociedad atribuye a la 
Justicia, en su aplicación por los jueces y magistrados en ejercicio de la tutela judicial efectiva que 
proclama el artículo 24 de la Constitución española, una manifiesta ineficacia que hace que, en las 
encuestas públicas resulte de las instituciones peor valorada por la ciudadanía. En este sentido se pone 

de manifiesto por Hernández Gil cómo la eficacia se halla vinculada a muchos factores.

En este orden de ideas el, a la sazón, Presidente del Tribunal Supremo, sin despojar al Poder Judicial de 
su condición, recaba, sin embargo, para la Administración de Justicia su concepción de servicio 

público, haciendo especial hincapié en que no siempre la ineficacia de la Justicia es atribuible a todas y 
cada una de las manifestaciones de administración de la misma.

Al respecto, pone de relieve cómo los esquemas organizativos y procedimentales de la Administración 
de Justicia están pensados para una sociedad agraria y artesanal que sólo, incipientemente, se 
manifiesta industrial; es por esto que reclame un sistema de Administración de Justicia adaptado a las 
exigencias de nuestro tiempo. En frase literal del autor del discurso «Para una sociedad de otro ritmo, 

otro tiene que ser el ritmo de la Justicia».

Obviamente, Hernández Gil recaba una mayor eficacia de la Justicia, una permanente y actualizada 
preparación de todos los profesionales que la sirven, muy particularmente de los jueces y magistrados, cuya 
competencia y preparación reconoce, aun cuando entiende, en su condición de Presidente del Consejo 

General del Poder Judicial que hay que mantenerla a punto a lo largo de toda la carrera profesional.

Al propio tiempo, el Presidente Hernández Gil hace un llamamiento a cuantos in-tervienen en la 
Administración de Justicia y de modo especial, a los Poderes públicos obligados a velar por un mejoramiento 
de los medios personales y materiales, sin olvidar la necesaria dotación de una legislación adecuada en orden 

a una Administración de Justicia eficaz y ágil que se adecúe al ritmo de los tiempos actuales.

En el discurso de apertura de tribunales correspondiente al año 1987, el Presidente Hernández Gil se 
refiere muy concretamente al «Estado, Funcionamiento y Actividad del Tribunal Supremo».

Parte el magistrado Hernández Gil del presupuesto de que la Justicia no sólo tiene que ser independiente 
sino que, a la vez, tiene que ser eficaz, ligando, de esta forma, su nueva intervención inaugural de apertura 

del año judicial con las últimas observaciones de su intervención en similar acto del año anterior.

Es consciente que la Justicia en su faceta institucional sigue arrojando saldos deudores en la opinión 
ciudadana, aun cuando advierte que se cuenta ya con un diagnóstico de la situación de la 
Administración de Justicia y que, a partir del mismo y con la colaboración de los otros Poderes del 
Estado, es de confiar que la Justicia prospere y alcance el valor que la Constitución le da no solo como 

principio básico superior de ordenamiento jurídico sino, también, como Poder Público.

Desde esta perspectiva abre un horizonte de esperanza y se detiene en la exigencia de transparencia 
democrática que debe caracterizar a la Justicia. En este sentido, constata que si bien la sociedad 
percibe los males de la Justicia, sin embargo, ignora el trabajo diario y perseverante que se realiza en el 

ámbito de la Administración de Justicia, pues esto último no suele salir al exterior.

Refiriéndose ya al Tribunal Supremo pone de manifiesto cómo la estadística demuestra que existe un 
número crecido y creciente de asuntos por resolver que supera los índices históricos y, sobre todo, los 

índices de normalidad.

No obstante, reconoce el gran trabajo de los magistrados y Secretarías del Alto Tribunal que, a su 
juicio, sobrepasan los módulos de laboriosidad exigibles. Atribuye esa gran concentración de asuntos 

en el Alto Tribunal a la etapa de tránsito que se vivía, entonces, entre la antigua y la nueva regulación 
legal. En otro aspecto, resalta cómo el Tribunal Supremo, desde su fundación por la Constitución de 
1812, no fue, exclusivamente, un Tribunal de casación, hasta el punto de que entonces en las Salas de 
lo Contencioso-Administrativo, hoy día unificadas en una sola, aún no se conocía ese tipo de recurso. 
Por otra parte y con base en la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, las Salas del Tribunal Supremo 
deberán conocer de materias ajenas al recurso de casación, como son determinadas demandas de 
responsabilidad civil, la ejecución de sentencias dictadas por tribunales extranjeros, la instrucción y 
enjuiciamiento de causas contra personas que ostentan determinados cargos públicos. De aquí que la 
riqueza del cometido propiamente jurisdiccional del Tribunal Supremo sea realmente manifiesta y que 
abarque actuaciones judiciales de diversa naturaleza, lo que, inevitablemente provoca un incremento 

de los índices estadísticos de dicho Alto Organismo Judicial.

No olvida el magistrado Hernández Gil la creciente laboriosidad de los magistrados del Tribunal 
Supremo y pone de relieve, de forma muy significativa, que las resoluciones de los mismos no sólo 
resuelven los casos concretos sometidos a enjuiciamiento, sino que, además, son creadoras de 
Jurisprudencia que es fuente complementaria del ordenamiento jurídico, con lo que marcan pautas 

para el propio Tribunal Supremo y para los demás juzgados y tribunales.

Pese a tan alta responsabilidad y exceso de trabajo se constata, para mayor prestigio del Tribunal 
Supremo, que en nada se resiente la calidad de las sentencias dictadas en el seno del mismo. En tal 
sentido, se advierte una minoración del rigor formalista que, en otro tiempo, caracterizaba la actuación 
de las Salas del Tribunal Supremo y una tendencia manifiesta a resolver el fondo de las cuestiones 

planteadas ante el mismo.

Hernández Gil señala como factores propiciadores de un mayor compromiso en la realización judicial 
del Derecho el carácter normativo y de aplicación directa que caracteriza el Derecho Comunitario 
Europeo, el sentido tuitivo para la persona que establece este último y la amplia tutela judicial 

dispensada a los derechos fundamentales.

No desconoce el Presidente del Tribunal Supremo el cambio operado con el Estado de las Autonomías 
y con la integración de España en la Unión Europea, lo que obliga a tener que aplicar, junto a las 

normas estatales, normas de Comunidades Autónomas y normas supranacionales.

En el capítulo de modificaciones que convendría introducir de inmediato, Hernández Gil se refiere a la 
aplicación plena de la Ley Orgánica del Poder Judicial, entonces retenida, en alguno de sus aspectos, 
por su régimen transitorio y pendiente, a la vez, de la promulgación de la legislación complementaria 

en la que destaca la Ley de Planta y Demarcación Judicial.

Como medidas que propone, mediante la oportuna reforma legislativa, pueden mencionarse en el 
ámbito penal las siguientes:

a) La composición de la Sala por tres o cinco magistrados según la gravedad del delito.
b) La inversión de la presunción de la voluntad de las partes respecto a la celebra-ción de la vista del 
recurso, entendiéndose que no debe celebrarse esta última, excepto cuando todas las partes lo 

soliciten o lo haga una de ellas, siempre que la pena a imponer sea superior a prisión mayor o cualquiera 
que sea la pena que corresponde si se trata de determinados delitos.

c) Excluir del recurso de casación las sentencias de las Audiencias Provinciales que declaren el hecho 
falla o condenen por delito que lleva aparejada una pena me-nor.

d) Dar una amplitud a las causas de inadmisión del recurso de casación.

Como medios instrumentales para lograr una mayor eficacia en el trabajo de Tri¬bunal Supremo 
proponía Hernández Gil aumentar el número de magistrados suplentes, concretamente en la Sala II y 

ampliar el Gabinete Técnico de dicho Tribunal.

Asimismo, llama la atención sobre la necesidad de ampliar los medios auxiliares, tanto personales como 
técnicos y materiales y, en este último aspecto, hace un llama-miento en orden a la ineludible 

informatización del Tribunal Supremo.

No se olvida el Presidente Hernández Gil del apoyo que presta al Tribunal Supremo el Consejo General 
del Poder Judicial, no sólo mediante el nombramiento discrecional de los magistrados más cualificados 
para dicho máximo órgano de la Justicia, sino, también, mediante la constitución de alguna comisión 
integrada por vocales de aquel Consejo que mantiene estrecha relación con las Salas del Tribunal 
Supremo, cuya colección jurisprudencial, por otra parte, lleva a cabo dicho Consejo por imperativo de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Se detiene, más tarde, el magistrado Hernández Gil en temas mucho más concretos, como es el de la 
introducción de la informática en las Secretarías de Sala, la reestructuración de plantillas, la elusión de 
situaciones funcionariales o laborales de carácter provisional, etc. En tal sentido y remarcando la 
importancia que, tras la Ley Orgánica del Poder Judicial adquiere la figura del Secretario de Gobierno 
del Tribunal Supremo se refiere a la necesidad de revisar los criterios de acceso al trabajo de esa 

Secretaría, que es básica para el buen funcionamiento del expresado Tribunal.

En cuanto al Archivo y Biblioteca del Tribunal Supremo, también le dedica, en este discurso, una serie 
de consideraciones, entre las que destaca la microfilmación de todas las sentencias del Tribunal 

Supremo, que abarcaría incluso una fase retrospectiva que cubriría desde los años 1854 a 1987.

Por lo que hace a la Biblioteca, con un fondo bibliográfico de 5.400 volúmenes y 55 suscripciones a 
periódicos y revistas, el Presidente Hernández Gil estima que todo ello es insuficiente, como lo es, 
asimismo, la dotación económica presupuestada para estos fi-nes que se cifra en 292.000 pesetas al año.

Otros aspectos de organización del trabajo en el ámbito del Tribunal Supremo son tenidos en cuenta 
por el Presidente Hernández Gil en este discurso del año 1987 y, entre ellos, habría que destacar el 
lugar de notificación a procuradores y, muy particularmente, el referido al Gabinete Técnico del 
expresado Órgano judicial, a su estado actual y a sus posibilidades de futuro que permitan que no sólo 
la Presidencia sino todas las Salas del más Alto Tribunal de Justicia puedan contar, en todo momento, 
con los materiales doctrinales, jurisprudenciales, nacionales y supranacionales, que permitan un 

adecuado desempeño de la alta función que tiene encomendado el Tribunal Supremo.
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Especial mención hace de forma muy detallada a la informatización a través del Ga-binete Técnico, 
haciendo expresa mención de los logros obtenidos en esta materia por cada una de las Salas.

El discurso de apertura de tribunales del año 1988 lo dedica el Presidente Hernández Gil a «Algunas 
reflexiones sobre la Justicia y el Poder Judicial». Sostiene el principio de que el juez no sólo ha de 
aplicar el Derecho, sino que tam-bién ha de administrar justicia, conforme previene el artículo 117 de 

la Constitución Española.

Insistiendo, una vez más, en los principios inspiradores de la Constitución de 1978, advierte que la 
actuación judicial no puede limitarse a un ajuste o encaje del caso litigioso en la norma jurídica, sino que 
ha de ir mucho más allá, siendo el fundamento último de su labor el conseguir en la sociedad un orden 
justo. Porque la finalidad última de las concretas intervenciones judiciales ha de redundar siempre en 

el interés global o común que impida las consecuencias de la vulneración del orden jurídico.

Reitera, una vez más, una idea que, en él, se revela casi obsesiva, cual es la de la concepción material 
del Derecho y del Estado y pone de relieve cómo esa materialización del Estado de Derecho tiene en 
los jueces un sustento importantísimo, lo que no quiere decir que el Estado se convierta en un Estado 
Judicial, pero sí que la función judicial se ennoblece y se hace más responsable por cuanto penetra en 

lo más hondo de las raíces humanas y sociales.

Haciendo referencia al libro del profesor Manuel García Pelayo titulado «Las trans-formaciones del 
Estado Moderno», Hernández Gil hace la observación de que el Estado de Derecho no puede 
identificarse con cualquier ley o conjunto de leyes, puesto que ha de estarse al contenido de la norma para 

saber si, efectivamente, se encuadra en la esencia de lo que debe ser el verdadero Estado de Derecho.

De esta forma se rechaza, en el pensamiento del juez Hernández Gil, la idea del po-sitivismo jurídico 
que tuvo su cumbre y su crisis a la vez con Kelsen, siendo de significar que el predominio de un 
Derecho con contenido material que responda a los principios de una verdadera democracia social se 

contrapone de manera diáfana al poder absoluto.

Pese a que en España el positivismo jurídico, de modo riguroso, no llegó a apoderarse del modo de 
pensar del Derecho, sin embargo, es importante resaltar que la Constitución Española establece como 

base una concepción material del Estado de Derecho.

El aspecto axiológico del ordenamiento jurídico tiene en el pensamiento de Hernández Gil una 
importancia trascendental por cuanto el Estado que asume al Derecho como norte y guía de su 

actuación debe autoexigirse la legitimación material que justifique sus propias determinaciones.

Pero tal legitimación ha de concernir también al juez como intérprete de la norma jurídica, en el bien 
entendido que la convivencia democrática no solamente se garantiza por la existencia de la 
Constitución y de las leyes que en ella se basan, sino en tanto una y otras se atienen a un orden justo. 
He aquí cómo la justicia sobresale en el discurso judicial de Hernández Gil, como también resalta, en 

el mismo, el valor normativo y no puramente programático de la Constitución española.

La dignidad de la persona humana se sitúa como la pieza básica que debe sustentar a todo el Estado de 
Derecho y, desde esta perspectiva, la función judicial, tras la pro-mulgación de la Constitución y el 
reconocimiento de los derechos y valores en ella proclamados, se abre a un ámbito jurídico sumamente 
atrayente en el que el juez, sin incurrir en la creación libre de Derecho, sin embargo, ha de ajustar su 
función no sólo a la pura y mecánica aplicación de la norma jurídica, sino a la plasmación, en todos y cada 

uno de los casos que se presenten a su resolución, de los principios básicos del Estado de Derecho.

El juez ni es un mero transcriptor de la ley ni debe inventar esta última, pero en cada caso que se someta a 
su decisión tiene que actuar como un elemento vivificador para la mejor comprensión de la norma jurídica.

Desde este posicionamiento no puede ignorarse que la justicia forma parte de la dimensión 
ético-social del sistema jurídico. Para Hernández Gil la justicia se concibe como valor in silu en la 

conciencia humana y social.

En un segundo plano, la justicia ya se muestra como un reflejo de una función estatal que aspira a 
imponerse a través de la norma jurídica, es decir, de la ley. Este es un proceso de índole política que se 

lleva a cabo por parte del Estado legislador.

Pero, Analmente, esa justicia que se persigue a través de la promulgación del Derecho tiende a 
reconvertirse en otro tipo de justicia, de tal forma que si, inicialmente, se puede hablar de justicia en 
un nivel socioaxiológico, más tarde, la misma, pasa por un nivel normativo hasta conseguir su 

concreción a través del proceso judicial que es lo que podría denominarse nivel jurisdiccional.

En este último plano, la justicia se asigna a lo que se ha venido en denominar Poder Judicial por cuanto 
es el juez el que transforma la justicia abstracta en justicia específica. El Poder Judicial actúa en el triple 

frente de la norma, de la justicia y de la realidad social.

Para Hernández Gil, el juez debe actuar con beligerancia ante lo injusto sin limitarse al puro 
cumplimiento literal de la ley, ya que debe tener en cuenta, ineludiblemente, la ética de los valores.

El juez no puede ser un técnico insensible a la dimensión humana y social del Derecho. Es su obligación 
el asumir la carga ético-moral de la norma y de tener en cuenta al hombre en su plenitud y circunstancias.

Desde este punto de vista el Poder Judicial debe asumir un claro trasfondo polí¬tico-social que no hay 
que confundir, en ningún momento, con la politización del mismo, pero que necesariamente ha de 
superar su configuración como entramado orgánico con significado puramente técnico-jurisdicente 
para asumir su ineludible papel de institución soberana comprometida con los valores del Estado social 

y democrático de Derecho.

Es, únicamente, desde esta perspectiva desde la que ha de conformarse la connotación política del 
Poder Judicial del Estado y no se opone a ella el normal y general ejercicio del Poder Judicial por parte 
de jueces técnicos, ya que esto no desfigura en nada la manifestación de la soberanía popular que se 

da en la justicia en cuanto Poder del Estado.

No es contrario al sistema democrático el que los jueces surjan a través de una oposición o concurso 
porque éste ha sido el sistema que ha adoptado el propio pueblo en el ejercicio de su soberanía.

La reivindicación de poder político del Estado que se hace por Hernández Gil para el Poder Judicial no 
oculta, sin embargo, la falta de una concienciación social respecto a la configuración de aquél como un 
verdadero poder estatal. En este sentido, advierte la gran diferencia que existe entre el Poder Judicial y los 
otros dos Poderes del Estado. Sin embargo, se resalta la enorme importancia que en un Estado de Derecho 
cobra un Poder Judicial fuerte e independiente que actúe como último baluarte del imperio del Derecho.

Otros aspectos judiciales son abordados por Hernández Gil en este discurso como es el del 
acercamiento o alejamiento del juez de la política. En este apartado, cita a Federico de Castro y dice 
«Nuestros antiguos juristas no temieron ver el aspecto político del derecho, el soberano, encamación 
del Estado se concibe como el supremo administrador y dispensador de los bienes de la República y la 
política como la buena gobernación de la ciudad que abraza a todos los buenos gobiernos y ordena 
todas las cosas corporales que tocan a la justicia, conservación y buen entendimiento de los hombres».

Precisa, sin embargo, que estas apreciaciones, que son de Francisco Suárez y Castillo de Bobadilla, se 
hicieron antes de que hubiera irrumpido en la política Maquiavelo, por lo que situados dentro de un 
sistema democrático los jueces no pueden tener ni el apoliticismo absoluto ni tampoco la dedicación a 
la política. En tal sentido, es preciso distinguir entre las ideologías y los intereses del partido y el servicio 

de la democracia.

Mientras cualquier actuación partidista perturbaría la independencia judicial el convencimiento 
democrático y de aceptación de los valores propios de una Constitución del Estado deben constituir el 
trasfondo de cualquier acto aplicativo del Derecho. Para Hernández Gil la racionalización que merece 
la democracia es evidentemente jurídica y la constante realización del ordenamiento jurídico que, en 

último término, se encomienda al juez se convierte en un instrumento de gobernación del pueblo.

De aquí que no comparta el principio de que se residencie, exclusivamente, en los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo la gobernación del Estado, sino que entienda que conforme se va asentando el Estado de 
Derecho debe ir desapareciendo la preeminencia de esos dos Poderes que deben situarse en un plano 

de igualdad con el Poder Judicial.

Consecuencia de todo lo dicho es que debe desaparecer la concepción puramente funcionarial del 
juez como simple servidor técnico del Estado.

La dimensión política de la función judicial se manifiesta, entre otras cosas, en la labor creativa que, de 
algún modo, lleva consigo toda resolución judicial, siendo de significar que, desde el código de 
Napoleón, a los jueces se les impuso la obligación de fallar los pleitos sin pretexto de oscuridad o 
insuficiencia de las leyes y se les reconoció el cometido de interpretar, con posibilidad de integración 
del ordenamiento jurídico, las normas. Es claro que a partir de estos principios el juez ya no es la simple 
boca que pronuncia la palabra de la ley, sino que debe hacer una labor más importante de interpretar, 

de integrar, y de completar en su caso, el ordenamiento jurídico.

La labor del Poder Judicial se revela de una importancia extraordinaria en el contexto de un Estado 
constituido por Comunidades Autónomas y que, a su vez, se integra en el seno de la Unión Europea.

Si a todo esto se une el que la justicia como valor ocupa un lugar preeminente hasta el punto de que es 
un valor pleno y absoluto, fácilmente, se parecía la importancia que el Poder Judicial tiene que asumir 

en un Estado de Derecho.

Todo lo expuesto por Hernández Gil en este discurso de apertura de Tribunales del año 1988 podría 
sintetizarse resaltando la importancia que, en el mismo, se da a la justicia como valor o derecho básico del 
ordenamiento jurídico constitucional y, a la vez, como poder soberano en el seno de un Estado de Derecho.

Las distintas dimensiones desde las que es valorada la justicia adquieren, en las palabras de Hernández 
Gil, una profundidad extraordinaria con un trasfondo filosófico-jurídico manifiesto que trata de poner 

de relieve lo que es o debe ser en el seno de un Estado de Derecho el Poder Judicial.

Estas reflexiones en quién, a la sazón, asumía la titularidad de la más alta Magistratura del Poder 
Judicial en España ponen de relieve el significado que el Presidente Hernández Gil asignaba a los 

jueces y a su función en el seno de una sociedad democrática regida por el Derecho.

Antonio Hernández Gil en su penúltimo discurso de apertura solemne del Año Judicial como 
Presidente del Tribunal Supremo, pronunciado en el año 1989, se refiere ya a «una nueva etapa de la 

Administración de Justicia».

Parte del principio de que nuestra Constitución no es una «Constitución de los jueces» ni, por tanto, 
cabe hablar, lo que sería un dislate, de un Estado Judicial. Sin embargo, lo que demanda, visiblemente, 

el Estado de Derecho proclamado en el texto constitucional es una Justicia eficaz.

La dimensión política de los jueces como Poder del Estado no puede borrar la imperiosa necesidad del 
servicio público que, aquéllos, han de prestar a la sociedad. Pero la eficaz prestación de tal servicio, del que 
la ciudadanía es acreedora, exige de los jueces no sólo los presupuestos básicos de independencia e 
imparcialidad, sino también la adecuada competencia y la puntual preparación profesional de dichos jueces.

La eficacia de la Justicia depende, en gran medida, de la capacidad técnica de quienes están 
llamados a administrarla y la sociedad demanda, cada día con mayor exigencia, no sólo una justicia 
rápida, que también, sino muy significativamente, una Justicia de alta calidad que aparezca 
acomodada a la realidad jurídico-constitucional vigente desde el año 1978 y a la instauración en 

España del Estado de las Autonomías.

Por otra parte, es improrrogable ya dar cumplimiento a los principios constitucionales de inmediación, 
celeridad, publicidad, contradicción y, especialmente en el ámbito penal, de oralidad. No olvida, 
tampoco, el juez Hernández Gil, la necesidad de dar cumplimiento al mandato constitucional y, en 
expresa referencia al campo penal, recuerda la necesidad de la implantación, en su integridad, del 

principio acusatorio y de la institución del Jurado, a la sazón, todavía no regulado.

Se refiere, asimismo, al principio de gratuidad de la Justicia para quienes estén exentos de tributar por 
IRPF y afronta también un tema, que sigue siendo de rabiosa actualidad, cual es el del derecho de los 
ciudadanos a estar, puntualmente, informados de cuanto pueda afectar al ámbito de sus derechos e 
intereses en el ámbito de la Administración de Justicia. Frente al tradicional aislamiento u 
oscurantismo en el funcionamiento de los Juzgados y Tribunales se propone la implantación y 
desarrollo de un principio de transparencia tal que, todavía hoy, pese a los avances logrados, no se ha 

llegado a dar una propia consagración, mediante una regulación adecuada.

En este discurso se hace referencia ya a la promulgación de la Ley de Demarcación y Planta Judicial 
como signo revelador de la introducción en una nueva etapa de la Ad-ministración de Justicia. Se ha 
superado por tanto, a juicio de Hernández Gil, la fase de transítoriedad vivida desde la promulgación de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985.

Muestra importante del avance legislativo operado lo constituye, sin duda alguna, el establecimiento 
de magistrados electos en las Salas de Gobierno del Tribunal Supremo y de los Tribunales Superiores 

de Justicia de las Comunidades Autónomas.

No obstante este manifiesto avance legislativo es lo cierto que, para el Presidente Hernández Gil, 
sigue habiendo todavía carencias legislativas como es la relativa a la mo-dificación de las leyes 
procesales, ya emprendida alguna de ellas, y cuya principal finalidad ha de ser el de acomodar las 
mismas a los principios constitucionales de mediación, oralidad, publicidad y motivación de las 
resoluciones, lo que supone el poner el procedimiento a la altura de la realidad social de nuestro 

tiempo.

En este punto de las reformas legislativas y de acomodación de las mismas a los principios de la 
Constitución Española, se suscita ya el tema de la conveniencia o no de asignar, cuando menos una 
fase previa de investigación, a cargo del Ministerio Fiscal si es que se mantiene la instrucción penal a 

cargo del juez de Instrucción.

En este mismo orden de ideas, se habla de la necesidad de potenciar el juicio oral y público, dando 
entrada, como ya se dijo en otro lugar de este trabajo, a la institución del Jurado; asimismo, se 

propugna la instauración real y efectiva de una doble instancia en materia penal.

Para el Tribunal Supremo y específicamente para su Sala Segunda, Hernández Gil reclama una función 
casacional que comporta la unificación de criterios en la interpretación de la norma jurídica para que 

pueda servir de guía en la aplicación del Derecho.

 En este sentido, se reclama la necesidad de descargar al Tribunal Supremo de la abrumadora demanda 
de resoluciones que, en la actualidad, tiene por ser, realmente, ex-cesiva e inabarcable.

Sin embargo, se hace alusión a las modificaciones introducidas por la LOPJ y por la propia Ley de 
Enjuiciamiento Criminal en virtud de la Ley de 19 de julio de 1998 y en base a estas normas legales se 
dice en este discurso de apertura que, aun cuando el ritmo en la tramitación de los asuntos en el 

Tribunal Supremo sigue siendo lento, advirtiéndose un notable retraso, sin embargo, el panorama se 
presenta muy distinto. Con manifiesto énfasis el Presidente Hernández Gil dice que «lo que ayer era 

esperanza, hoy ya es realidad incoada».

Se insiste en este discurso en la importancia que ha tenido para el proceso de re-organización de la 
Administración de Justicia la Ley 38/88 que establece un plazo hasta el año 1992 para la efectividad 
de la Planta Judicial, lo que ha supuesto el que por parte de los Poderes Públicos implicados en la 
materia se haya llevado a cabo la creación de un importante número de Organos Judiciales. Así y por 
lo que se refiere a la jurisdicción laboral, se han llegado a poner en funcionamiento una cuarta parte del 
total de los existentes en el año 1989 y en las órdenes jurisdiccionales, civil y penal, la creación de 
nuevos juzgados ha permitido, asimismo, una mayor fluidez en la tramitación de los asuntos que ante 

los mismos se dilucidan.

Si la LOPJ de 1985 supuso un importante avance, sobre todo en lo referente al au-togobierno del 
Poder Judicial y a la instauración del Estatuto de los Jueces y Magistrados, con la Ley 38/1988 se dio 
cumplido mandato a la Disposición Adicional primera de aquella Ley Orgánica en todo lo referente a 
la Demarcación y Planta Judicial. Efectivamente, la LOPJ de 1985 hubo de enfrentarse a una 
organización judicial an-ticuada, insuficiente e infradotada, pero la nueva Ley de Planta y 
Demarcación constituye un instrumento adicional en orden a la reorganización en el ámbito de la 

Administración de Justicia.

El criterio seguido en la Ley de Demarcación y Planta se basa en el acercamiento de la Justicia al 
ciudadano teniendo en cuenta el número de habitantes y la superficie media que ha de abarcar cada 
órgano judicial, sin olvidar las peculiaridades de cada zona, como puede ser la acumulación urbana y la 

condensación judicial por otras razones, tales como la afluencia turística.

Por lo que hace al Tribunal Supremo, se reequilibra la situación de las distintas Salas, incrementándose 
la plantilla de la de lo Penal y de la de lo Social, asignándose a dicho órgano Supremo funciones 
específicamente casacionales, salvo con escasas excepciones, siendo de mencionar, como novedad, la 
instauración de la Sala de lo Militar que adopta el ordinal 5.a al haberse refundido las anteriores Salas 

3.a, 4.a y 5.a en una sola bajo el ordinal 3.a

Para Hernández Gil toda la reforma introducida con la Ley de Demarcación y Planta Judicial de 1988 
constituye la fase final de un proceso legislativo en marcha que tuvo su remoto origen en la recepción 
en España del sistema casacional de la Revolución francesa. Se resalta en esta intervención del 
Presidente Hernández Gil las características del recurso de casación, como un recurso 
eminentemente jurisdiccional, extraordinario y que, en ningún caso, constituye una nueva instancia 
del proceso, por lo que se pone de relieve que no es posible introducir nuevos elementos de hecho para 
el debate, ni discutir los problemas fácticos de la instancia por esta vía de recurso, salvo en muy 
contadas excepciones. Hace referencia a las modificaciones introducidas en el recurso de casación 
civil por la Ley 34/84 que supone una marcada fiexibilización en la tramitación de dicho recurso, 
suprimiendo la diferencia, hasta entonces existente, entre el recurso por quebrantamiento de forma y 

el recurso por infracción de Ley y doctrina legal.

Pone de relieve, Hernández Gil, cómo tras las reformas legislativas, ya enunciadas, que vinieron a 
completar el cambio normativo operado por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, el recurso de 
casación se simplifica y flexibiliza notablemente, señalando como signos de esto ultimo la supresión de 
las dos modalidades (anteriormente indicadas), que propicia la existencia de un solo recurso de 
casación civil, la supresión del formalismo hasta entonces existente y la reducción, condensándolos, de 

los motivos alegables en dicho recurso.

Como novedad, simplemente afectante al en el ámbito de la casación civil se menciona el recurso per 
saltum, es decir, directamente contra la sentencia de instancia, mediando ciertos presupuestos.

El alarmante incremento de recursos en la Sala Segunda del Tribunal Supremo por la aplicación de los 
principios constitucionales de tutela judicial efectiva y de presunción de inocencia hizo preciso, y así lo 
pone de relieve el Presidente Hernández Gil, la introducción de modificaciones en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, de las que, tal vez, la más importante se refiere a la inadmisión por 
unanimidad del recurso cuando, el mismo, carezca en absoluto de contenido o cuando el Tribunal 

Supremo, ya con anterioridad, se hubiera pronunciado para desestimar casos litigiosos similares.

En este orden de reformas flexibilizadoras de la casación penal y como consecuencia de la Ley 
21/1988, se mencionan en este cuarto discurso inaugural del año judicial, correspondiente al periodo 
1985-1990, la modificación del artículo 876 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para preservar la 
tutela judicial efectiva del procesado defendido de oficio, la reducción de la Sala de Justicia a solo tres 
magistrados cuando la pena a imponer es inferior a doce años y la supresión generalizada de la vista oral 
del recurso, con algunas excepciones, salvo que la soliciten las partes de modo expreso y que la pena a 

imponer tenga una duración mínima inferior a los seis años.

En materia laboral se hace alusión al Texto Articulado de Procedimiento que verá la luz como 
consecuencia de la Ley 7/1989, de 12 de abril, indicando la necesidad de equiparar, en todo lo posible, 
la casación laboral a la civil, propiciar una justicia más rápida y eficaz, en la que se tenga en cuenta la 
necesaria modificación de cuantías para recurrir a través de los órganos de jurisdicción social de los 
Tribunales Superiores de Justicia, y facilitar la asunción de las nuevas competencias por la Sala Cuarta 

del Tribunal Supremo, evitando la acumulación y atrasos de asuntos en esta última.

Especial mención se hace al nuevo recurso de unificación de doctrina en materia la-boral, 
encomendado a la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, que constituye una innovación en el ámbito 
casacional y que tan benéfico ha de resultar para homogeneizar los distintos criterios sustentados, 
sobre las mismas materias, por las Salas de lo Social de los distintos Tribunales Superiores de Justicia.

En síntesis, el Presidente Hernández Gil viene a reclamar para el recurso de casación su naturaleza de 
recurso especial y extraordinario, nunca confundible con una segunda o tercera instancia y propone una 
regulación procesal adecuada del mismo que seleccione las materias y propicie el que el Tribunal 
Supremo lleve a cabo su labor de unificación e interpretación del ordenamiento jurídico, 
constituyéndose, de esta forma, en el supremo garante de los principios constitucionales de igualdad, de 
legalidad y de la unidad de acción a los que se debe el Poder Judicial en el seno de un Estado de Derecho.

Obviamente no se olvida en este discurso la función casacional, limitada pero importante, asignada a 
las Salas de lo Civil y de lo Penal de los Tribunales Superiores de Justicia.

Como, sin dificultad, se advierte el Presidente Hernández Gil hace una brillante y completa exposición 
del recurso de casación, tan conocido por él a través de su dilatada vida de jurista y abogado eminente, 
y pone el acento en las variaciones que, el mismo, experimenta a causa de las modificaciones 
legislativas que subsiguieron a la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985, muy específicamente, a las 
producidas por la Ley de Planta y Demarcación Judicial de 1988. Hoy día, con la experiencia del 
tiempo transcurrido, se puede comprobar la acertada perspectiva que caracterizó a estas reflexiones 

del Presidente Hernández Gil.

En el último año de su mandato quinquenal como Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo 
General del Poder Judicial, concretamente el día 13 de septiembre de 1990, Antonio Hernández Gil 
pronuncia su quinto discurso en el solemne acto de apertura del año judicial y, en esta ocasión, lo titula 

«La unificación Jurídica Europea».

La Unión Europea ha dado lugar al nacimiento del Derecho Comunitario Europeo que se sustenta en 
unos mismos principios y valores idénticos a los que sirven de apoyo a los Derechos Nacionales de los 
países integrantes de aquella Unión. Es decir, se proclaman en aquel nuevo Derecho Supranacional los 
principios del protagonismo de la justicia, con prioridad de la persona respecto del Estado, la libertad y 

la democracia.

Para los Estados que forman la Unión Europea, el lenguaje del Derecho y, dentro de éste, el de la 
organización judicial es más uniforme que los lenguajes naturales de los países comunitarios.

Señala Hernández Gil como directrices de la Justicia en la Unión Europea las si-guientes: a) 
independencia del Poder Judicial; b) la existencia de Consejos Superiores de la Magistratura que, en 
mayor o menor medida, garantiza la autonomía y el autogo¬bierno del Poder Judicial; y c) la 
culminación de la organización judicial estatal en un Tribunal Supremo o Corte Suprema, con 

excepción de Gran Bretaña.

En este entorno comunitario europeo el Tribunal Supremo español se ajusta a las directrices antes 
señaladas, ya que, en el mismo, culminan todos los órdenes jurisdic-cionales, incluido el militar. El 
recurso de casación español no sólo se circunscribe a la uniforme interpretación de la norma jurídica, 

sino, también, resuelve el caso concreto li-tigioso que se le plantea.

Predice Hernández Gil que la nueva estructuración de la casación, a la sazón pendiente, habrá de 
resolverse por el sistema clásico, vigente en España, como lo puso de relieve la modificación de la 

casación laboral, entonces ya actualizada.

En otro aspecto entiende el, en aquel momento, Presidente del Tribunal Supremo, que la organización 
judicial en España resiste bien la comparación con la europea: «si puede aprender también puede 

enseñar», dice Hernández Gil.

La existencia de una jurisdicción comunitaria europea no merma las jurisdicciones de los Estados 
miembros, pues éstos también conocen y aplican el Derecho Comunitario.

Razona el Presidente Hernández Gil cómo la convulsión producida por la II Guerra Mundial obligó a la 
elaboración de unas nuevas concepciones jurídicas que sustentaran la aparición de los modernos Estados 
Sociales y Democráticos de Derecho, sobre todo cuando se había producido el desplome europeo y la 
aparición de dos bloques políticos antagónicos, como son los EE. UU. de América y la Unión Soviética.

Desechado, una vez más, el positivismo, se afianza la idea de elaborar verdaderas Constituciones en los 
Estados y de construir una Unidad Europea que supere el principio medieval de soberanía nacional. 
Esta unidad que tiene, inicialmente, obvias resistencias va abriéndose camino, primero en el ámbito 
económico para alcanzar, más tarde, el ámbito jurídico. La aparición de una jurisprudencia 
supranacional conduce a la unificación de los sistemas judiciales, sobre la base de la adopción de unos 

principios mínimos de carácter común o comunitario.

Por lo que hace a las líneas generales de la unificación europea, Hernández Gil se fija, especialmente, 
en la independencia del Poder Judicial que, a su juicio, ha de tener, en todos los países de la Unión, las 

siguientes manifestaciones:

En primer término, independencia de criterio, lo que comporta el que todo juez ha de tener absoluta 
libertad a la hora de adoptar la decisión jurídica en el caso litigioso que se somete a su decisión. Pero 
no solamente esto, que supondría una valoración superficial de la independencia de criterio, sino que 
es preciso tener en cuenta que la sentencia judicial es un producto intelectual condicionado, hasta su 
consecución, por una serie de factores externos e internos que es necesario tener en cuenta para 

garantizar la independencia    de referencia.

En otro aspecto hay que asegurar la independencia funcional respecto de los demás Poderes del Estado, 
a fin de que no exista la más mínima interferencia de estos últimos, porque sólo así se puede desarrollar 

eficazmente el Estado de Derecho y el principio básico de supremacía absoluta de la norma jurídica.

En este último aspecto, el Presidente Hernández Gil advierte de los riesgos que comporta la 
dependencia, en cuanto a medios materiales, del Poder Ejecutivo. En tal sentido, reclama la 
autonomía presupuestaria para el Poder Judicial y pone de relieve la problemática, aún no resuelta al 

día de hoy, de la pluralidad de organismos públicos en el gobierno de la Administración de Justicia.

En orden a la estabilidad en el cargo y a la promoción profesional entiende Hernández Gil que, la 
primera, se halla garantizada con la inamovilidad judicial consagrada en la propia Constitución 
española, sin que la movilidad que pueda venir derivada del ejercicio de la facultad disciplinaria 
constituya riesgo alguno, al hallarse residenciada dicha facultad en el Consejo General del Poder 

Judicial, órgano constitucional de autogobierno de dicho Poder.

La promoción profesional, al venir determinada en su mayor parte por la antigüedad o, en su caso, el 
concurso oposición y al constituir los nombramientos discrecionales una reducida excepción, en 

cualquier caso llevada a efecto de forma colegiada y sobre la base de criterios objetivos, que viene a 
neutralizar los perniciosos efectos que, en algunos casos y para determinados cargos, produce el 
sistema escalafonal puro, puede decirse, con suficiente fundamento, que se halla asimismo garantizado.

Finalmente, el Presidente Hernández Gil alude a la independencia interna del juez que, si bien puede 
estar condicionada por factores internos y externos, sin embargo, es perfectamente alcanzable 
mediante un criterio aperturista en el acceso a la cañera judicial, sin olvidar que el juez es un ciudadano 

que debe vivir inmerso en la sociedad a la que pertenece y debe percibir los latidos de esta última.

Dedica Hernández Gil unas breves consideraciones al Poder Judicial como poder político no sólo en 
España, sino en los países de la, entonces llamada, Comunidad Europea. Cita al respecto la 
coincidencia de la Constitución española con las de Alemania, Italia, Luxemburgo, Dinamarca, Grecia 

e Irlanda y las excepciones, meramente nominales, que representan Francia y Portugal.

Asimismo hace alusión al autogobierno del Poder Judicial y a la configuración que adquiere en todos esos 
países a través de los Consejos Generales del Poder Judicial o Consejos Superiores de la Magistratura.

En la última parte de este discurso del año 1990, pronunciado por Hernández Gil en su condición de 
Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, afronta el tema de la 
configuración del Derecho Comunitario que no puede ser concebido, a su entender, como un 
Derecho Internacional, toda vez que sus preceptos no constituyen normas extranjeras que son 

aceptadas en virtud de ratificación por los Estados en que se aplican.

Por el contrario, dicho Derecho es directamente aplicable en todos y cada uno de los Estados 
miembros de la Unión Europea, es decir, se produce el fenómeno de la aplicación directa del Derecho 
Comunitario en el seno de todos y cada uno de los Estados de la Unión. Esta aplicación directa y la 
jerarquía normativa que entraña el Derecho Comunitario requiere, como es lógico y así lo ha 
entendido con reiteración el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, el reconocimiento de 

su prevalencia, sobre el Derecho interno o nacional de cada uno de los Estados miembros.

Dedica también Hernández Gil su atención al Tribunal de Justicia de las Comunidades para manifestar 
que gran parte de la construcción jurídica de la Comunidad —hoy Unión— Europea es y ha sido obra 
del Tribunal de referencia. Dicho Tribunal ha potenciado la existencia de unos principios generales que 
se conocen como el orden público comunitario y que constituyen el espíritu del sistema y tienden a 

dotar a la Comunidad de una vida propia de acuerdo con sus finalidades de integración.

El fenómeno de la Comunidad o de la Unión Europea se halla facilitado, en gran medida, por la 
existencia de los jueces comunitarios que se erigen en verdaderos intérpretes y configuradores del 
Derecho Comunitario Europeo, cuya aplicación por los jueces nacionales se ha de producir de forma 

directa y con carácter prevalente.

En la labor realizada por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, Her-nández Gil destaca 
la importancia del reenvío prejudicial y afirma que, tras la entrada en vigor del Acta Única, se puede ya 

afirmar la existencia de un Poder Judicial Europeo, en gran medida descentralizado, que viene a 
identificarse con todos y cada uno de los jueces nacionales.

En este mismo discurso se hace una breve referencia al Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y al Tribunal también Europeo de Derechos Humanos. En tal sentido se afirma la 
importancia que las decisiones de dicho Tribunal han tenido en las distintas legislaciones de los países 
comunitarios en los que se ha impuesto la necesidad de modificaciones legislativas que afectan no 
solamente a aspectos procesales y orgánicos, sino incluso, en algún caso, a normas constitucionales.

La importancia de la protección de los derechos humanos es algo básico en la construcción de los 
Estados de Derecho y, en este aspecto, el Convenio al que se acaba de hacer alusión tuvo una 
extraordinaria repercusión no sólo en el ámbito legislativo, sino también en el jurisprudencial de los 

distintos países de la, hoy, Unión Europea.

En último lugar se destaca en este discurso que el Acta Única Europea dará lugar a la creación de un 
Órgano Judicial Europeo sobre el que, en aquellos momentos, se estaba trabajando intensamente —y 
aún hoy se sigue— y que, en cierto modo, habría de suponer la desaparición de los límites territoriales 
de los diferentes Estados de Europa, con la consiguiente convalidación de las actuaciones 
jurisdiccionales y la armonización de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los 

Estados miembros de la Unión Europea.

Esta apretada síntesis de los cinco discursos inaugurales del Año Judicial pronunciados por Antonio 
Hernández Gil en los años 1985 a 1990, ponen de relieve su dimensión intelectual como juez.

Hasta entonces era de todos conocida su enorme calidad y su extraordinario prestigio como jurista 
insigne que había sobresalido en los ámbitos universitario, académico y forense, amén de su 

sobresaliente participación en la actividad pública.

Sin embargo le quedaba a Hernández Gil mostrar su faceta de juez que había conocido en el ámbito 
familiar y a la que profesaba verdadera admiración y respeto.

Durante ese quinquenio, en el que tuvo la oportunidad de ejercer y dirigir la función jurisdiccional, 
Hernández Gil, con todo el bagaje de su saber jurídico y de su dilatada ex-periencia en el campo del 
Derecho, supo reflejar, con absoluto rigor, lo que debe ser, al día de hoy, en el seno de un Estado de 

Derecho la figura del juez.

Lejos queda, en su concepción, la del puro aplicador material de la Ley que no lleva a cabo labor integradora 
alguna del ordenamiento jurídico y sí, en cambio, cree firmemente en un juez que es parte de un verdadero 
poder político —en la más pura expresión del vocablo— del Estado al que incumbe la realización del 

principio de justicia material y de los demás valores consagrados en el texto constitucional de 1978.

Me parece que el desvelar esta faceta judicial en la persona del insigne y admirado jurista que fue 
Antonio Hernández Gil es una forma de contribuir al homenaje póstumo del que es tan acreedor y al 
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que, con esta modesta aportación, me sumo con el más entrañable recuerdo y con el mayor de los 
afectos en el marco de la profunda gratitud por lo mucho que debo a tan extraordinario maestro y a 

tan excepcional persona.

EL JUEZ ANTONIO HERNÁNDEZ GIL,
SU ACTUACIÓN

COMO PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO

Benigno Varela Autrán


